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1.- VISTOS 

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado del sentenciado IVÁN DARÍO ZAMBRANO MONROY –quien se encuentra en prisión domiciliaria– contra el auto interlocutorio proferido el seis (06) de marzo de 2007 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó el permiso para trabajar fuera de la residencia que le había sido solicitado.

2.- PROVIDENCIA 

Frente a la solicitud efectuada por el profesional del derecho que vela por los intereses del señor ZAMBRANO MONROY, el señor juez ejecutor de la pena que le fue impuesta reseñó que según se manifestaba en el escrito pertinente, el permiso para laborar fuera de la residencia estaba motivado en un tratamiento médico, dado que desde el veinticuatro (24) de febrero de 2007 “comenzó a presentar cuadro depresivo caracterizado por estado de ánimo triste y ansioso, pérdida de interés por pasatiempos y actividades que solía disfrutar, sentimiento de inutilidad, alteración del sueño, pérdida de apetito y peso, pérdida de energía y vitalidad, sentimientos de desesperanza y pesimismo, dificultad para concentrarse y se levanta en las mañanas con ansiedad y nauseas según lo certifica la doctora ALEYDA DUQUE POSADA…”. Se aducía también que la sicóloga que atendía al sentenciado, concluía que por llevar un largo tiempo en un espacio reducido como lo era su vivienda, no podía realizar actividades físicas por lo cual era recomendable que participara en actividades que pudieran hacerlo útil.
El a quo también consignó que se había establecido contacto con el representante legal del gimnasio MASTER GYM, quien estaba dispuesto a emplear al interno como instructor de pesas, pues estaba demostrado que la mayor parte de su vida se había dedicado al deporte.

En aras de resolver la petición elevada, tuvo en cuenta que la situación de prisión domiciliaria en la que se encontraba el señor ZAMBRANO MONROY había sido concedida por el juez de conocimiento con fundamento en lo dispuesto en el artículo 38 del Código Penal, al considerar que se reunían en su favor las exigencias allí contempladas. Como quiera que el beneficio del cual disfrutaba no había sido abordado a la luz de las disposiciones de la ley 750 de 2002, no debía ahora dársele aplicación al artículo 314 de la ley 906 de 2004 toda vez que estaba demostrado que no era padre cabeza de familia porque no tenía a su cargo hijos menores de doce (12) años de edad -sic-.

Sobre el argumento presentado en relación con lo que había observado la sicóloga que lo examinó, el señor juez estimó que de permitírsele salir de su casa para que su vida recobre la casi total normalidad que tenía antes de ser sometido a una pena restrictiva de la libertad por la comisión de un delito, sería tanto como dar vía libre para que todos los internos en las cárceles del país tuvieran igualdad derecho al mismo beneficio. 
Si el señor ZAMBRANO MONROY se queja, no obstante que a pesar de la gravedad de la conducta cometida se le concedió el sustituto y puede disfrutar de todos los beneficios y comodidades que posee (teléfono disponible, alimentación preferida sin restricción de horario para su consumo, visitas sin limitación alguna, televisión, habitación confortable, la compañía permanente de su familia), qué se podría decir por quienes padecen la condena tras las rejas que no solo carecen de todos los beneficios que hoy disfruta el sentenciado, sino que ni siquiera cuentan con la posibilidad de que una sicóloga evalúe en cada uno de ellos el verdadero estado de represión y ansiedad a que se enfrentan a cada instante.

De manera adicional, manifestó que frente a las pruebas testimoniales y periciales solicitadas por el defensor, ese despacho se había abstenido de decretarlas toda vez que para adoptar la decisión ajustada a derecho, estimó sanamente que era innecesaria su práctica.
Con esa fundamentación, negó el permiso solicitado.  
3.-  RECURSO

El apelante se opone a la decisión adoptada con varios argumentos plasmados en extenso escrito, que en apretada síntesis serían: (i) Se trata de una vía de hecho, ya que desconoce un pronunciamiento superior –sentencia C-1510 de 2000- que pone en igualdad de condiciones a quienes purgan pena en un centro de reclusión con quienes lo hacen en su propio domicilio; (ii) se desconocen los principios de resocialización y necesidad de la pena frente a una persona que el Estado encontró que no representaba un peligro para la sociedad y que por ello le concedió la detención domiciliaria, al restringírsele su derecho a trabajar -obligatorio en los establecimientos de reclusión y medio terapéutico adecuado a los fines de la resocialización- y por ende a redimir pena y a resocializarse, lo que además, le sirve de terapia para sus quebrantos de salud; (iii) no se percató el señor juez de primer grado de las condiciones personales y deportivas del señor ZAMBRANO MONROY, dado que se trata de un ingeniero ambiental y consagrado deportista; (iv) que la petición no solamente se hace con fines resocializadores sino que es fundamentalmente un tratamiento médico para que su cliente pueda sentirse productivo; (v) se hizo caso omiso del diagnóstico rendido por la sicóloga, el que al no ser desvirtuado porque el juzgado negó la práctica de las pruebas, no solamente goza de la “presunción de acierto”, sino que pasa a ser absoluto y señala que con su desconocimiento no se está protegiendo la salud mental de su defendido, lo cual constituye un deber del Estado al tener que velar por la salud de todos los ciudadanos, incluidos los internos; (vi) el permitírsele salir de su casa para laborar no es llevar una vida normal pues siempre deberá pernoctar en su lugar de reclusión, y la privación de la libertad en su residencia es la misma que la detención en centro carcelario; y, finalmente, (vii) si el Estado no puede garantizar para los internos la posibilidad de que sean examinados por una sicóloga, es una carga que no debe soportar el señor ZAMBRANO MONROY.

De manera adicional, el togado pide que se ordene la práctica de las pruebas pedidas y que se envíe a su mandante a consulta con los médicos oficiales de Medicina Legal para que se compruebe si es necesario o no el permiso con fines terapéuticos, así como que se otorgue el permiso para trabajar en atención a la salud mental de su cliente.  
4.-  SE CONSIDERA

La Sala observa, con total respeto por los razonamientos esbozados, que el asunto puesto de presente en esta ocasión contiene un sofisma de distracción al que no puede hacer juego la Judicatura, dado que si bien es cierto se aboga por la concesión de un permiso laboral, en el fondo del asunto lo que se persigue es la liberación del señor ZAMBRANO MONROY, persona que debe cumplir en su lugar de residencia la sentencia que le fue impuesta por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito Especializado de la ciudad de Bogotá el cuatro (04) de julio de 2006, como cómplice en la comisión de la conducta punible de Fabricación, Tráfico o Porte de Estupefacientes, agravada de conformidad con lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 384 del catálogo de penas.
Ello tiene sustento en el hecho de que una mirada detenida a la petición elevada por el togado y a los documentos en los cuales se sustenta, deja traslucir como conclusión que muy probablemente los mismos, en especial el concepto de la sicóloga que de manera particular examinó al interno, podrían en un momento determinado servir, no para acceder al permiso laboral a la que expresamente se alude, sino para hacer mutar el sitio de detención domiciliaria del señor ZAMBRANO MONROY hacia un centro asistencial donde pueda recibir el tratamiento que le permita neutralizar la sintomatología que le produce el encierro en su propia residencia. 
Así se asegura, porque de conformidad con la información vertida en el expediente, lo que se está planteando no es cosa diferente a una incompatibilidad entre la limitación de la libertad en la residencia del sentenciado y la propia salud del interno, lo que obligaría a que por parte del juez ejecutor de la pena, se considere la posibilidad de conceder la suspensión de la reclusión en casa, consagrada en el artículo 362 del Código de Procedimiento Penal del año 2000, bajo cuya égida se estructuró el proceso que concluyó con sentencia anticipada, la cual indefectiblemente conduciría a un cambio en las condiciones de reclusión de conformidad con el dictamen que al efecto se produzca, donde será factor determinante la recomendación del perito forense que examine al señor ZAMBRANO MONROY, debido a que la norma en comento (igual redacción conserva la proposición jurídica equivalente conformada por los artículos 461 y 314 de la Ley 906 de 2004) obliga al funcionario a determinar si el sentenciado debe permanecer en su domicilio, en clínica u hospital, lo que para este particular evento por sustracción de materia solamente dejaría como opciones válidas la remisión a un hospital o a una clínica, dado que la prisión domiciliaria debería necesariamente descartarse si sale avante la pretensión del togado.
Quizá por ello, el profesional del derecho que representa los intereses del condenado, decidió optar por la petición de un permiso para laborar que es a juicio de esta Corporación improcedente. Y es así porque tal y como con buen tino lo sostiene el señor juez de primer grado, dentro de las hipótesis que regulan el trabajo para los internos en las fases iniciales del tratamiento penitenciario, no está consagrada la autorización para laborar extramuros, excepción hecha del caso de los madres o padres cabeza de familia, quienes al acceder a la figura de la sustitución correspondiente de la Ley 906 de 2004 consagrada en su artículo 314.5
 en armonía con el artículo 461 ejusdem, obtienen los permisos necesarios para salir a trabajar.

Nótese que en el particular evento de quienes son considerados padres de familia, la concesión del permiso para laborar responde a una previsión legal según la cual, es necesario que el miembro de la familia sobre cuyos hombros de manera exclusiva reposan la manutención y cuidado de su prole menor de edad -o personas incapacitadas- pueda salir a arbitrar los recursos económicos que su grupo familiar requiere para su congrua subsistencia, situación que no es precisamente la del sentenciado.
De cara a uno de los principales argumentos contenidos en el recurso, el Tribunal debe replicar que nadie niega que los internos así estén privados de la libertad en el centro de reclusión o en su residencia particular, tienen derecho al trabajo y al estudio, garantías fundamentales cuyo ejercicio está delimitado en cuanto deben ser compatible con las condiciones de internamiento en que se encuentre el sentenciado, por lo menos en lo que concierne con la fase de máxima seguridad a la que se refiere el Código Penitenciario y Carcelario; porque en las restantes, es decir, mediana y mínima seguridad, previo el cumplimiento de una buena porción de la pena, el trabajo por fuera del centro penitenciario está autorizado e incluso se permite en determinados casos concurrir a claustros universitarios oficialmente reconocidos
.
En ese escenario, se comprende la decisión adoptada por el señor juez en cuanto negó la práctica del medio probatorio relacionado con la valoración del interno por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, toda vez que atendiendo la forma en que el togado plantea su pretensión, cualquier conclusión a la que la pericia hubiera arribado, ninguna trascendencia tendría frente a la determinación adoptada, habida consideración a que por obvias razones no está consagrada en nuestra legislación como causal que permita la concesión del permiso laboral -externo- la situación de desasosiego que el encierro pueda ocasionarle al sentenciado, ni tampoco la posibilidad de trabajo con fines meramente terapéuticos. 
En ese entendido, tampoco resulta oportuno que por parte de la Sala se acceda a la petición contenida en el recurso en orden a decretar la práctica de los medios suasorios que extraña el apelante, en primer término por la imposibilidad que se tiene en esta instancia –a diferencia de lo que ocurre en materia civil- para practicar pruebas en esta sede; pero primordialmente, se itera, porque para la situación específicamente planteada -permiso para trabajar-, ese medio de convicción resulta impertinente e improcedente.
Por manera que, para concluir, frente en el presente evento quedan dos opciones: (i) que el señor IVÁN DARÍO ZAMBRANO MONROY previa coordinación con el centro penitenciario respectivo, se dedique a actividades laborales que pueda realizar dentro de su lugar de residencia; o, (ii) que con fundamento en la información terapéutica que posee, intente acceder a  una suspensión de la pena, caso en el cual sí resultaría necesario que los resultados hallados por la sicóloga que en forma particular lo trata, fueran confrontados con el examen propio que realizaría el facultativo del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses a efectos de establecer si está o no en condiciones de permanecer en la medida de encierro que ha sido decretada y se encuentra vigente, lo cual como se vio antes, en criterio de la Sala, podría conllevar, incluso, una situación de desmejora de las condiciones en las que actualmente se descuenta la pena, pues lo a disponer, según la ley, sería su reclusión en un Hospital o Clínica adecuados para su tratamiento.
5.- DECISIÓN  

El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal,  CONFIRMA el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por los motivos expuestos en la parte motiva de esta providencia. 
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




        Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


       CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

     Magistrado 




          Secretaria
� De conformidad con lo decidido en la Sentencia C-104 del 07-Mar-07, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra, el límite de los doce (12) años, así como la expresión “mental” referida a la incapacidad, fueron declaradas inexequibles.


� Cfr. Artículo 148 de la Ley 65 de 1993.
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